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Poder Judicial baraja leyes de emergencia

Violencia activa alarmas

• Autoridades tras soluciones inmediatas

Adrián Meza e Irene Vizcaíno Martes 25 de julio, 2000
Los hechos violentos que han sacudido al país en los últimos meses y mantienen en jaque a la policía, activaron las alarmas de las autoridades, las cuales procuran y piden soluciones inmediatas.

El epílogo de un secuestro con la muerte de un rehén y uno de sus plagiarios, el sábado anterior, fue la gota que derramó el vaso, para que se hiciera el llamado de atención general. 

"No estamos viviendo síntomas, sino que el país ya está enfermo de violencia", sentenció el fiscal general de la República, Carlos Arias Núñez.

Con él coincidió la exministra de Seguridad Pública Laura Chinchilla, para quien Costa Rica ya no está en la etapa de advertencia, sino en la que se debe actuar en conjunto.

Muchas son las propuestas dirigidas fundamentalmente a replantear las actuaciones policiales y a aprobar leyes más rigurosas.

Precisamente, ayer la directora del Organismo de Investigación Judicial (OIJ), Lineth Saborío, rindió un informe verbal ante la Comisión de Enlace Corte-OIJ, sobre las últimas intervenciones realizadas por la policía. 

Tras sus manifestaciones, la Comisión solo "tomó nota".

A partir de noviembre pasado, Costa Rica fue escenario de hechos ilícitos que estremecieron a la población no solo porque constituyeron muestras de una nueva delincuencia, sino también por la violencia empleada.

Este el fue el caso del secuestro de un niño de tres años, cuya liberación costó ¢65 millones.

Le siguieron una cadena de hechos de la misma índole, ejecutados sobre todo en áreas urbanas, y otros delitos que aumentaron la sensación de inseguridad de los habitantes y dañaron la imagen del país.

Un ejemplo más de esta crisis, ocurrió ayer en San Carlos, donde un matrimonio y su empleada fueron asesinados para robarles. (Vea nota aparte en pág. 10-A).
Frente a tales situaciones, el ministro de Seguridad, Rogelio Ramos, y el magistrado de la Corte Suprema de Justicia Daniel González coincidieron: "No estamos ante una explosión de violencia" ni la criminalidad está fuera de control.

Cambios legales

Seis personas consultadas, entre ellos el presidente Miguel Ángel Rodríguez, señalaron las modificaciones en las leyes penales como una de las soluciones al problema del incremento en la violencia.

"Si es necesario revisar el Código penal para aumentar las sanciones contra los secuestradores pues se va a hacer, pero primero se tiene que estudiar", manifestó el mandatario durante su gira a Guanacaste.

Al mismo tiempo, señaló que hechos como los que provocaron la muerte del comerciante cartaginés José Pablo Marín, a manos de sus plagiarios, "no pueden perdonarse".

Por este caso, tres hombres de apellidos Mora, Hernández y Azofeifa deberán cumplir seis meses de prisión preventiva, según ordenó el Juzgado Penal de Cartago. Otros cuatro individuos son investigados.

Rogelio Ramos también abogó por la pronta aprobación del Código de contravenciones, el cual permitirá sancionar los delitos menores.

"Ese es el caldo de cultivo para que esas personas se conviertan en delincuentes violentos", dijo.

Por su parte, González expresó que en este momento el Poder Judicial discute la posibilidad de pedir la aprobación de leyes de emergencia en casos como secuestros extorsivos. Estas, por ejemplo, posibilitarían inmovilizar los bienes de familias víctimas de un plagio.

Más que cambios, para Chinchilla es urgente dar respuestas inmediatas a los procesos judiciales (desde la captura hasta el juzgamiento), mientras que a largo plazo hay que recuperar los mecanismos de prevención.

"Nos toma (la violencia) en un momento en que la ciudadanía no cree en el sistema", añadió.

Fuera del ámbito legal y policial, el legislador y exministro de Seguridad Luis Fishman señaló como origen del problema la pérdida de valores y la desintegración familiar.

A estos factores, Arias sumó la marginación económica, la globalización y el cambio cultural.



Para debatir

Muchas son las propuestas que autoridades nacionales lanzan a la mesa de discusión: 

•Aprobar el Código de las contravenciones que permite sancionar los delitos menores, considerados el caldo de cultivo de los criminales del futuro.

•Establecer normas más rigurosas frente al crimen organizado. 

•Aumentar las penas en el secuestro extorsivo.

•Ampliar a otros delitos, como el robo de carros, las intervenciones telefónicas.

•Más control en el uso de armas. Incluso, que se convierta en un agravante dentro de los procesos judiciales.

•Estudiar la puesta en práctica de legislaciones de emergencia en casos de secuestro.

•Un estudio más profundo de la criminalidad actual.

•Un replanteamiento de la actuación policial frente al nuevo tipo de delincuencia.

•Un campaña nacional para la recuperación de valores.

•Aprobación en la Asamblea Legislativa de proyectos como el fortalecimiento de la Policía Municipal.

Fuente: entrevistas.


De impacto

  3 de noviembre de 1999: Un niño es secuestrado y liberado tras el pago de ¢65 millones. Este es el primero de una ola de secuestros, que ya llega a nueve. Ocho de ellos son urbanos y solo uno ocurrió en zonas montañosas. 
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  13 de marzo del 2000: Dos jóvenes estadounidenses son asesinadas en Cahuita, Limón, en un aparente asalto. Dos jóvenes, uno de ellos menor, enfrentan procesos judiciales por el hecho. Otro está en fuga. 

El hecho tuvo repercusión internacional.

  28 de junio: El taxista Gustavo Zúñiga Jiménez fue quemado dentro de la cajuela de su vehículo, en Los Cuadros de Goicoechea, después de robarle. Como sospechosos del hecho figuran menores de edad. 

Un grupo de taxistas intentaron vengar el hecho y apedrearon algunas viviendas, al tiempo que exigieron justicia.

[image: image2.jpg]



  10 de junio: Se descubre el cuerpo de un hombre amarrado y envuelto en plástico en el cauce del río Sucio. Según las autoridades, lo lanzaron del puente por una venganza, al parecer relacionada con el tráfico de drogas. 

  12 de junio: El fiscal general de la República, Carlos Arias, denunció el intento de intimar a los miembros del Ministerio Público que seguían investigaciones contra personas adineradas del país. 

  22 de julio: Mínor Aguilar Moxi, un hombre con largo historial delictivo, murió a manos policiales luego de que asesinó al comerciante Pablo Marín, a quien mantuvo secuestrado por cuatro días. Tres hombres más están presos. 
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